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Asunto: Tesis y Jurisprudencias del mes de junio de 2017. 
 
 
 
Por medio de la  presente se hacen de su conocimiento la selección de tesis aisladas y 
jurisprudencias emitidas por el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, relacionadas con la materia aduanera y comercio 
exterior que pueden serles de utilidad en la defensa de sus asuntos, publicadas en la revista 
digital del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y en el Semanario Judicial de la 
Federación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, correspondientes al mes de junio de 
2017,  cuyos rubros son los que a continuación se mencionan y están disponibles para su 
consulta en la página de la CLAA en la siguiente dirección electrónica 
http://claa.org.mx/component/k2/itemlist/category/19.html, esta herramienta cuenta con un 
buscador que le facilitará la localización por palabra.  
 
  

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN 
 
 

1. Tesis:	2a.	LXXIII/2017	(10a.)	ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	
O	 MAYOR	 POR	 CADA	 100	 GRAMOS.	 EL	 ARTÍCULO	 2o.,	 FRACCIÓN	 I,	 INCISO	 J),	 DE	 LA	 LEY	 DEL	 IMPUESTO	
ESPECIAL	 SOBRE	 PRODUCCIÓN	 Y	 SERVICIOS,	 AL	 GRAVAR	 COMO	 OBJETO	 DEL	 IMPUESTO	 A	 LAS	 BOTANAS	
DESCRITAS	EN	EL	ARTÍCULO	3o.,	FRACCIÓN	XXVI,	DEL	CITADO	ORDENAMIENTO	Y	EN	LA	REGLA	I.5.1.5	DE	LA	
RESOLUCIÓN	MISCELÁNEA	FISCAL	PARA	2014,	NO	VIOLA	EL	PRINCIPIO	DE	SEGURIDAD	JURÍDICA.	
	

2. Tesis:	I.1o.A.151	 A	 (10a.)	 RESPONSABILIDADES	 ADMINISTRATIVAS	 DE	 LOS	 SERVIDORES	 PÚBLICOS.	 LA	
NOTIFICACIÓN	PERSONAL	DE	LA	RESOLUCIÓN	DEFINITIVA	QUE	IMPONE	UNA	SANCIÓN	NO	ES	UN	REQUISITO	
FORMAL,	SINO	UNA	EXIGENCIA	CONSTITUCIONAL,	A	FIN	DE	TUTELAR	LOS	DERECHOS	FUNDAMENTALES	DE	
ACCESO	EFECTIVO	A	LA	JUSTICIA	Y	DE	DEFENSA	ADECUADA.	
	

3. Tesis:	2a.	 LXXXIX/2017	 (10a.)	 PRINCIPIO	 DE	 SEGURIDAD	 JURÍDICA	 EN	 MATERIA	 FISCAL.	 SU	 CONTENIDO	
ESENCIAL.	
 

4. Tesis:	2a.	LXXXIII/2017	(10a.)	BEBIDAS	SABORIZADAS.	LA	LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	
SERVICIOS,	AL	GRAVAR	SU	IMPORTACIÓN	Y	ENAJENACIÓN,	NO	CONSTITUYE	UNA	LEY	PRIVATIVA.	
	

5. Tesis:	2a.	LXXXV/2017	(10a.)	ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	
O	 MAYOR	 POR	 CADA	 100	 GRAMOS.	 EL	 ARTÍCULO	 2o.,	 FRACCIÓN	 I,	 INCISO	 J),	 DE	 LA	 LEY	 DEL	 IMPUESTO	
ESPECIAL	 SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	 SERVICIOS	QUE	 LOS	GRAVA,	AL	 PREVER	 LOS	CONCEPTOS	RELACIONADOS	
CON	 EL	 OBJETO	 DEL	 IMPUESTO,	 ES	 ACORDE	 CON	 LOS	 PRINCIPIOS	 DE	 LEGALIDAD	 TRIBUTARIA	 Y	 DE	
SEGURIDAD	JURÍDICA.	
 

6. Tesis:	2a.	XCII/2017	(10a.)	ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	
SOBRE	 PRODUCCIÓN	 Y	 SERVICIOS,	 QUE	 LES	 OTORGA	 UN	 TRATO	 DISTINTO	 RESPECTO	 DE	 LOS	 ALIMENTOS	
BÁSICOS	 Y	NO	BÁSICOS	QUE	NO	 SE	 ENCUENTREN	 EN	 LA	 LISTA	QUE	 ESTABLECE	 EL	 PROPIO	 PRECEPTO,	NO	
VIOLA	EL	PRINCIPIO	DE	EQUIDAD	TRIBUTARIA.	
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7. Tesis:	2a.	XCI/2017	(10a.)	ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	
SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS,	QUE	ESTABLECE	LA	TASA	CON	LA	QUE	SE	GRAVAN,	SUPERA	EL	TEST	DE	
PROPORCIONALIDAD.	
	

8. Tesis:	2a.	XCIII/2017	(10a.)	ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	
SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS,	AL	ESTABLECER	UNA	CLÁUSULA	HABILITANTE	A	FAVOR	DEL	SERVICIO	DE	
ADMINISTRACIÓN	 TRIBUTARIA	 PARA	 DAR	 A	 CONOCER	 LOS	 ALIMENTOS	 DE	 CONSUMO	 BÁSICO	 QUE	 NO	
SERÁN	OBJETO	DEL	TRIBUTO,	NO	VIOLA	EL	PRINCIPIO	DE	LEGALIDAD	TRIBUTARIA.		
 

9. Tesis:	III.2o.P.115	 P	 (10a.)	 UNIDAD	 DE	 INTELIGENCIA	 FINANCIERA	 DE	 LA	 SECRETARÍA	 DE	 HACIENDA	 Y	
CRÉDITO	 PÚBLICO.	 CUANDO	 REALIZA	 ACTOS	 DE	 INVESTIGACIÓN	 EMANADOS	 DE	 LA	 PRESUNCIÓN	 DE	 LA	
COMISIÓN	DE	UN	DELITO,	ÉSTOS	SON	DE	NATURALEZA	PENAL	PARA	EFECTOS	DEL	JUICIO	DE	AMPARO.	
	

10. Tesis:	2a./J.	72/2017	(10a.)	RESOLUCIÓN	MISCELÁNEA	FISCAL	PARA	2014.	SU	REGLA	I.5.1.6	ES	ACORDE	CON	
LOS	PRINCIPIOS	DE	RESERVA	DE	LEY,	SUBORDINACIÓN	 JERÁRQUICA,	 LEGALIDAD	TRIBUTARIA	Y	SEGURIDAD	
JURÍDICA.	
 

11. Tesis:	2a./J.	 71/2017	 (10a.)	 IMPUESTO	 ESPECIAL	 SOBRE	 PRODUCCIÓN	 Y	 SERVICIOS	 SOBRE	 BEBIDAS	
SABORIZADAS	 CON	 AZÚCAR	 AGREGADA.	 SU	 FIN	 EXTRAFISCAL	 CUMPLE	 CON	 LOS	 REQUISITOS	 DE	
PROPORCIONALIDAD	Y	RAZONABILIDAD	DE	LA	MEDIDA	IMPOSITIVA.	
 

12. Tesis:	2a./J.	 74/2017	 (10a.)	 IMPUESTO	 ESPECIAL	 SOBRE	 PRODUCCIÓN	 Y	 SERVICIOS	 SOBRE	 BEBIDAS	
SABORIZADAS	CON	AZÚCAR	AGREGADA.	ES	COMPATIBLE	CON	EL	PRINCIPIO	DE	EQUIDAD	TRIBUTARIA.	
 

13. Tesis:	I.9o.A.97	A	(10a.)	DEVOLUCIÓN	DE	PAGO	DE	LO	INDEBIDO.	EL	PLAZO	DE	TRES	AÑOS	PARA	QUE	OPERE	
LA	PRESCRIPCIÓN	DE	LA	OBLIGACIÓN	RELATIVA	DE	LA	AUTORIDAD	SE	INTERRUMPE	CON	LA	SOLICITUD	QUE	
PRESENTE	 EL	 PARTICULAR,	 SIN	 QUE	 DEBA	 REALIZAR	 GESTIONES	 DE	 COBRO	 POSTERIORES,	 SI	 OBTUVO	 EL	
DERECHO	CORRESPONDIENTE	AL	AMPARO	DEL	ARTÍCULO	49	DEL	CÓDIGO	FISCAL	DEL	DISTRITO	FEDERAL	 -
ACTUALMENTE	CIUDAD	DE	MÉXICO-	VIGENTE	HASTA	EL	31	DE	DICIEMBRE	DE	2012.	
	

	
 

TESIS Y JURISPRUDENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y 
ADMINISTRATIVA. 

 
	

1. VIII-P-2aS-85.	AGENTE	ADUANAL.-	ALCANCE	DE	SU	RESPONSABILIDAD	SOLIDARIA.		
	

2. VIII-P-2aS-86.	 CERTIFICADO	 DE	 ORIGEN.	 SU	 EXHIBICIÓN	 NO	 ES	 NECESARIA	 AL	 MOMENTO	 DE	 LA	
IMPORTACIÓN,	PERO	DEBE	REALIZARSE	AL	SER	REQUERIDO	POR	LA	AUTORIDAD.	

3. VIII-P-2aS-89.	CERTIFICADO	DE	ORIGEN.	SUPUESTO	EN	EL	QUE	NO	ES	NECESARIA	SU	TRADUCCIÓN	
	

4. VIII-P-2aS-80.	 DOCUMENTOS	 PÚBLICOS	 EMITIDOS	 EN	 EL	 EXTRANJERO.-	 LA	 ÚNICA	 FORMALIDAD	 EXIGIBLE	
PARA	 CERTIFICAR	 SU	 AUTENTICIDAD,	 ES	 LA	 FIJACIÓN	 DE	 LA	 APOSTILLA,	 CONFORME	 AL	 ?DECRETO	 DE	
PROMULGACIÓN	 DE	 LA	 CONVENCIÓN	 POR	 LA	 QUE	 SE	 SUPRIME	 EL	 REQUISITO	 DE	 LEGALIZACIÓN	 DE	 LOS	
DOCUMENTOS	PÚBLICOS	EXTRANJEROS.	
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5. VIII-P-2aS-90.	FUNDAMENTACIÓN	EXCESIVA	DE	LOS	ACTOS	DE	AUTORIDAD.	NO	IMPLICA	SU	ILEGALIDAD.	
	

6. VIII-P-2aS-82.	SENTENCIA	DE	NULIDAD	PARA	EFECTOS.-	DEBE	CUMPLIRSE	EN	EL	PLAZO	DE	CUATRO	MESES,	
SIGUIENTES	A	LA	FECHA	EN	QUE	QUEDE	FIRME	LA	SENTENCIA	Y	DE	OMITIRSE	SU	CUMPLIMIENTO	DENTRO	DE	
ESE	LAPSO	PRECLUYE	EL	DERECHO	DE	AUTORIDAD	PARA	TAL	EFECTO.	

7. VIII-P-2aS-91.	VISITA	DOMICILIARIA.	IDENTIFICACIÓN	DE	LOS	VISITADORES	AL	INICIO	DE	LA	MISMA	

8. VIII-P-2aS-92.	 VISITA	 DOMICILIARIA.	 ILEGALIDAD	 NO	 INVALIDANTE	 EN	 LA	 IDENTIFICACIÓN	 DE	 LOS	
VISITADORES.		

	

Cualquier duda o comentario como siempre quedo a sus ordenes, así como para la recepción de 
sugerencias o retroalimentación que puedan servir para la mejora respecto a dicha herramienta. 

 

La información que se proporcione, favor de remitirla a los correo de sus servidoras 
carmen.borgonio@claa.org.mx y ariadna.torres@claa.org.mx. 
 
 
A t e n t a m e n t e 
 
Gerencia Jurídica Normativa 
CLAA  



TESIS	Y	JURISPRUDENCIAS	DE	LA	SUPREMA	CORTE	DE	JUSTICIA	DE	LA	
NACIÓN	Y	DELTRIBUNAL	FEDERAL	DE	JUSTICIA	FISCAL	Y	ADMINISTRATIVA,	

EN	MATERIA	DE	COMERCIO	EXTERIOR	DEL	MES	DE	JUNIO	2017.	

	
TESIS	Y	JURISPRUDENCIAS	DE	LA	SUPREMA	CORTE	DE	JUSTICIA	DE	LA	

NACIÓN	

	
Tesis:	2a.	LXXIII/2017	
(10a.)	 Semanario	Judicial	de	la	Federación	 Décima	Época	 2014396								33	de	35	

Segunda	Sala	 Publicación:	viernes	02	de	junio	de	2017	
10:08	h	 	 Tesis	Aislada	

(Constitucional)	

	
ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	
LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS,	AL	GRAVAR	COMO	
OBJETO	DEL	IMPUESTO	A	LAS	BOTANAS	DESCRITAS	EN	EL	ARTÍCULO	3o.,	FRACCIÓN	
XXVI,	 DEL	 CITADO	 ORDENAMIENTO	 Y	 EN	 LA	 REGLA	 I.5.1.5	 DE	 LA	 RESOLUCIÓN	
MISCELÁNEA	FISCAL	PARA	2014,	NO	VIOLA	EL	PRINCIPIO	DE	SEGURIDAD	JURÍDICA.	

De	la	simple	comparación	del	término	"botanas"	establecido	tanto	en	el	artículo	3o.,	
fracción	XXVI,	de	la	Ley	del	Impuesto	Especial	sobre	Producción	y	Servicios,	como	en	
la	regla	I.5.1.5.	de	la	Resolución	Miscelánea	Fiscal	para	2014,	publicada	en	el	Diario	
Oficial	de	la	Federación	el	30	de	diciembre	de	2013,	se	concluye	que	se	trata	de	un	
mismo	concepto,	ya	que	el	previsto	en	la	fracción	señalada	fue	establecido	con	la	
finalidad	de	explicitar	cuál	es	uno	de	 los	alimentos	no	básicos	que	se	encuentran	
gravados	por	el	impuesto,	y	el	dispuesto	en	la	regla	general	mencionada	únicamente	
lo	 complementa,	 pormenoriza	 y	 detalla.	 Ciertamente,	 el	 concepto	 "botanas"	
previsto	 en	 el	 artículo	 3o.,	 fracción	 XXVI,	 del	 ordenamiento	 invocado,	 hace	
referencia	a	su	elaboración	a	partir	de	determinados	ingredientes	(harinas,	semillas,	
tubérculos,	cereales,	granos	y	frutas)	con	ciertas	características	(sanos	y	limpios)	que	
se	encuentren	sujetos	a	algún	proceso	(fritos,	horneados	y	explotados	o	tostados)	
en	el	que	se	les	adicionen	otros	ingredientes	o	aditivos	para	alimentos	(sal	u	otros),	
o	 cuando	 uno	 de	 esos	 ingredientes	 (semillas	 para	 las	 botanas)	 sea	 parte	 de	 un	
alimento	 (fruto	 comestible	 de	 plantas	 o	 árboles),	 con	 los	 mismos	 elementos	
mencionados	(características,	procesos	y	adiciones),	mientras	que	el	previsto	en	la	
citada	 regla	 I.5.1.5.,	 se	 refiere	 específicamente	 a	 uno	de	 los	 ingredientes	 con	 los	
cuales	pueden	elaborarse	(semillas)	y	a	los	distintos	procesos	a	los	que	se	les	puede	
sujetar	(fritas,	tostadas	u	horneadas)	se	adicionen	o	no	de	otros	ingredientes	para	
alimentos.	Así,	al	referirse	la	regla	mencionada	a	que	dentro	del	concepto	"botanas"	



no	 quedan	 comprendidas	 las	 semillas	 en	 estado	 natural,	 sin	 que	 pierdan	 esa	
característica	por	someterse	a	algún	proceso	(limpiado,	descascarado,	despepitado	
o	desgranado)	con	la	condición	de	que	no	se	les	adicione	ingrediente	alguno,	lo	único	
que	 está	 haciendo	 es	 complementar,	 pormenorizar	 o	 detallar	 lo	 dispuesto	 en	 el	
artículo	3o.,	fracción	XXVI,	respecto	a	uno	de	los	ingredientes	(semillas)	con	los	que	
se	elaboran	las	botanas,	pues	precisa	que	no	se	entenderán	botanas	las	semillas	en	
estado	natural	sometidas	a	algún	proceso	en	el	que	no	se	les	adicione	ingrediente	
alguno,	lo	cual	es	congruente	con	el	objeto	del	gravamen,	al	recaer	sobre	alimentos	
que	no	son	su	objeto;	de	donde	se	sigue	que	el	artículo	2o.,	fracción	I,	inciso	j),	de	la	
Ley	del	Impuesto	Especial	sobre	Producción	y	Servicios,	al	gravar	como	objeto	del	
impuesto	 a	 las	 botanas	descritas	 en	 las	 normas	 aludidas,	 no	 viola	 el	 principio	 de	
seguridad	jurídica.	
	
SEGUNDA	SALA	
Amparo	en	revisión	441/2015.	Smart	&	Final	del	Noroeste,	S.A.	de	C.V.	y	otra.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	
votos	de	los	Ministros	Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	845/2015.	Tiendas	Aurrerá,	S.	de	R.L.	de	C.V.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	
Ministros	Eduardo	Medina	Mora	 I.,	 Javier	Laynez	Potisek,	 José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	876/2015.	Desarrollo	Comercial	Abarrotero,	S.A.	de	C.V.	y	otras.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
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Tribunales	Colegiados	de	
Circuito	

Publicación:	viernes	09	de	junio	de	2017	
10:15	h	 	 Tesis	Aislada	(Constitucional,	

Administrativa)	

	
RESPONSABILIDADES	 ADMINISTRATIVAS	 DE	 LOS	 SERVIDORES	 PÚBLICOS.	 LA	
NOTIFICACIÓN	 PERSONAL	 DE	 LA	 RESOLUCIÓN	 DEFINITIVA	 QUE	 IMPONE	 UNA	
SANCIÓN	NO	ES	UN	REQUISITO	FORMAL,	SINO	UNA	EXIGENCIA	CONSTITUCIONAL,	
A	FIN	DE	TUTELAR	LOS	DERECHOS	FUNDAMENTALES	DE	ACCESO	EFECTIVO	A	LA	
JUSTICIA	Y	DE	DEFENSA	ADECUADA.	

Acorde	 con	 los	 principios	 constitucionales	 que	 rigen	 en	 materia	 de	 derechos	
humanos,	los	órganos	jurisdiccionales	deben	garantizar	la	efectividad	de	los	medios	
legales	de	defensa,	lo	cual	implica	acudir	a	una	interpretación	de	la	ley	que	permita	



lograrlo.	 En	 estas	 condiciones,	 si	 bien	 es	 cierto	 que	 en	 la	 Ley	 Federal	 de	
Responsabilidades	Administrativas	de	los	Servidores	Públicos	y	en	el	Código	Federal	
de	Procedimientos	Civiles,	de	aplicación	supletoria	a	aquélla,	no	se	establece	que	las	
resoluciones	definitivas	que	imponen	una	sanción	deben	notificarse	personalmente	
al	interesado,	también	lo	es	que	el	artículo	309,	fracción	III,	del	citado	código	adjetivo	
señala	 que	 el	 órgano	 resolutor	 puede	 ordenar	 ese	 tipo	 de	 diligencia	 cuando	
considere	que	se	trata	de	un	caso	urgente	o	que,	por	alguna	circunstancia,	resulta	
necesario.	 Por	 tanto,	 tratándose	 de	 servidores	 públicos	 sancionados	
administrativamente	conforme	a	 la	 ley	mencionada,	 la	notificación	personal	de	 la	
resolución	relativa	no	es	un	requisito	formal,	sino	una	exigencia	constitucional	de	
dar	al	afectado	la	oportunidad	de	impugnar	el	acto	que	resuelve	su	situación	legal,	
pues	no	basta	que	la	resolución	respectiva	sea	notificada	por	alguno	de	los	medios	
que	 establecen	 los	 ordenamientos	 legales,	 distintos	 a	 la	 establecida	 en	 forma	
personal,	porque	lo	que	se	busca	es	asegurar	que	se	imponga	de	las	consideraciones	
de	 la	 decisión	 final	 para	 que	pueda	 controvertirlas,	 a	 fin	 de	 tutelar	 sus	 derechos	
fundamentales	 de	 acceso	 efectivo	 a	 la	 justicia	 y	 de	 defensa	 adecuada.	
	
PRIMER	 TRIBUNAL	 COLEGIADO	 EN	 MATERIA	 ADMINISTRATIVA	 DEL	 PRIMER	
CIRCUITO.	
Amparo	directo	651/2016.	Héctor	Federico	Chincoya	Rodríguez.	13	de	octubre	de	2016.	Unanimidad	de	votos.	
Ponente:	Julio	Humberto	Hernández	Fonseca.	Secretario:	Álvaro	García	Rubio.	
	
	
Tesis:	2a.	LXXXIX/2017	
(10a.)	
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Segunda	Sala	 Publicación:	viernes	09	de	junio	
de	2017	10:15	h	 	 Tesis	Aislada	(Constitucional,	

Administrativa)	

	
PRINCIPIO	 DE	 SEGURIDAD	 JURÍDICA	 EN	 MATERIA	 FISCAL.	 SU	 CONTENIDO	
ESENCIAL.	
	
Dicho	principio	constituye	uno	de	los	pilares	sobre	el	cual	descansa	el	sistema	fiscal	
mexicano,	 y	 tutela	 que	 el	 gobernado	 no	 se	 encuentre	 en	 una	 situación	 de	
incertidumbre	 jurídica	 y,	 por	 tanto,	 en	 estado	 de	 indefensión.	 En	 ese	 sentido,	 el	
contenido	 esencial	 del	 principio	 de	 seguridad	 jurídica	 en	materia	 fiscal	 radica	 en	
poder	tener	pleno	conocimiento	sobre	la	regulación	normativa	prevista	en	la	ley	y	
sobre	sus	consecuencias.	De	esta	forma,	las	manifestaciones	concretas	del	principio	
aludido	se	pueden	compendiar	en	 la	certeza	en	el	derecho	y	 la	 interdicción	de	 la	
arbitrariedad;	 la	primera,	a	su	vez,	en	 la	estabilidad	del	ordenamiento	normativo,	
esto	 es,	 que	 tenga	 un	 desarrollo	 suficientemente	 claro,	 sin	 ambigüedades	 o	
antinomias,	respecto	de	los	elementos	esenciales	de	la	contribución	y	la	certidumbre	



sobre	los	remedios	jurídicos	a	disposición	del	contribuyente,	en	caso	de	no	cumplirse	
con	las	previsiones	de	las	normas;	y	la	segunda,	principal,	mas	no	exclusivamente,	a	
través	 de	 los	 principios	 de	 proporcionalidad	 y	 jerarquía	 normativa.	
	
SEGUNDA	SALA	
	
Amparo	en	revisión	441/2015.	Smart	&	Final	del	Noroeste,	S.A.	de	C.V.	y	otra.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	
votos	de	los	Ministros	Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	845/2015.	Tiendas	Aurrerá,	S.	de	R.L.	de	C.V.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	
Ministros	Eduardo	Medina	Mora	 I.,	 Javier	Laynez	Potisek,	 José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	876/2015.	Desarrollo	Comercial	Abarrotero,	S.A.	de	C.V.	y	otras.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
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BEBIDAS	SABORIZADAS.	LA	LEY	DEL	 IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	
SERVICIOS,	AL	GRAVAR	SU	IMPORTACIÓN	Y	ENAJENACIÓN,	NO	CONSTITUYE	UNA	
LEY	PRIVATIVA.	
	
La	 ley	 del	 Impuesto	 Especial	 sobre	 Producción	 y	 Servicios	 no	 constituye	 una	 ley	
privativa	 y,	 por	 tanto,	 no	 vulnera	 el	 artículo	 13	 de	 la	 Constitución	 Política	 de	 los	
Estados	 Unidos	Mexicanos,	 pues	 no	 contiene	 normas	 individualizadas,	 ya	 que	 el	
impuesto	surge	respecto	de	toda	actividad	de	enajenación	o	importación	de,	entre	
otros,	bebidas	saborizadas,	concentrados,	polvos	o	jarabes	que	se	disuelvan	en	agua	
que	 contengan	 azúcar	 añadido,	 teniendo	 como	 destinatarios	 a	 todos	 los	
contribuyentes	dedicados	a	esas	actividades.	
	
SEGUNDA	SALA	
Amparo	en	revisión	819/2015.	Compañía	Embotelladora	del	Fuerte,	S.	de	R.L.	de	C.V.	
25	de	enero	de	2017.	Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	
Franco	 González	 Salas,	 Margarita	 Beatriz	 Luna	 Ramos	 y	 Eduardo	 Medina	 Mora	 I.;	 votó	 en	 contra	 de	
consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	
Díaz.	
	



Amparo	en	revisión	577/2015.	Embotelladora	y	Distribuidora	GEPP,	S.A.	de	C.V.	8	de	febrero	de	2017.	Cinco	
votos	 de	 los	Ministros	 Alberto	 Pérez	 Dayán,	 Javier	 Laynez	 Potisek,	 José	 Fernando	 Franco	 González	 Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
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ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	
LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS	QUE	LOS	GRAVA,	
AL	PREVER	LOS	CONCEPTOS	RELACIONADOS	CON	EL	OBJETO	DEL	 IMPUESTO,	ES	
ACORDE	 CON	 LOS	 PRINCIPIOS	 DE	 LEGALIDAD	 TRIBUTARIA	 Y	 DE	 SEGURIDAD	
JURÍDICA.	
	

Del	 artículo	 3o.,	 fracciones	 XXV	 a	 XXXVI,	 de	 la	 ley	 del	 Impuesto	 Especial	 sobre	
Producción	y	Servicios,	se	constata	que	el	legislador	estableció	la	descripción	de	los	
distintos	alimentos	no	básicos	enumerados	en	el	artículo	2o.	fracción	I,	inciso	J),	de	
la	ley	citada,	conceptos	de	los	cuales	se	advierte	que	resultan	de	fácil	comprensión	
para	la	mayoría	de	la	población,	con	lo	cual	se	satisfacen	los	principios	de	legalidad	
tributaria	y	de	seguridad	jurídica,	pues	los	contribuyentes	del	impuesto	mencionado	
saben	a	qué	atenerse	respecto	de	 la	regulación	 impositiva	de	que	se	trata.	Así,	el	
objeto	del	impuesto	especial	sobre	producción	y	servicios	establecido	en	el	segundo	
numeral	 invocado,	 no	 resulta	 genérico	 e	 impreciso	 ni,	 por	 ende,	 produce	
incertidumbre	jurídica	en	los	contribuyentes	respecto	a	cuáles	son	los	alimentos	no	
básicos	que	se	encuentran	gravados.	
	
SEGUNDA	SALA	
Amparo	en	revisión	441/2015.	Smart	&	Final	del	Noroeste,	S.A.	de	C.V.	y	otra.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	
votos	de	los	Ministros	Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	845/2015.	Tiendas	Aurrerá,	S.	de	R.L.	de	C.V.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	
Ministros	Eduardo	Medina	Mora	 I.,	 Javier	Laynez	Potisek,	 José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	876/2015.	Desarrollo	Comercial	Abarrotero,	S.A.	de	C.V.	y	otras.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
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ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	
LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS,	QUE	LES	OTORGA	
UN	TRATO	DISTINTO	RESPECTO	DE	LOS	ALIMENTOS	BÁSICOS	Y	NO	BÁSICOS	QUE	
NO	SE	ENCUENTREN	EN	LA	LISTA	QUE	ESTABLECE	EL	PROPIO	PRECEPTO,	NO	VIOLA	
EL	PRINCIPIO	DE	EQUIDAD	TRIBUTARIA.	

En	 relación	 con	 el	 principio	 aludido	 y	 cuando	 se	 reclama	 un	 trato	 diferenciado	
respecto	 de	 hipótesis	 normativas	 correspondientes	 al	 ámbito	 específico	 de	 su	
aplicación,	 debe	 tenerse	 en	 cuenta	 el	 derecho	 a	 la	 igualdad.	 Ahora,	 el	 trato	
diferenciado	entre	los	contribuyentes	que	enajenan	o	importan	alimentos	no	básicos	
(con	una	densidad	calórica	de	275	kilocalorías	o	mayor	por	cada	100	gramos),	con	
alimentos	de	diversas	características	(no	básicos	y	básicos	que	no	se	encuentren	en	
la	 lista	del	artículo	2o.,	 fracción	 I,	 inciso	 J),	de	 la	 Ley	del	 Impuesto	Especial	 sobre	
Producción	y	Servicios),	está	justificado	constitucionalmente	porque	su	fin	es	válido	
al	buscar	con	ese	tributo	implementar	una	medida	mediante	la	cual	se	combatan	el	
sobrepeso	y	la	obesidad,	finalidad	regida	por	el	derecho	a	la	salud.	De	igual	modo,	el	
gravamen	resulta	 idóneo	atendiendo,	por	un	 lado,	al	parámetro	objetivo	o	 rango	
elegido	(gravar	alimentos	no	básicos	con	una	densidad	calórica	de	275	kilocalorías	o	
mayor	 por	 cada	 100	 gramos)	 y,	 por	 otro,	 al	 diseño	 del	 hecho	 imponible,	 el	 cual	
atiende	al	 fin	extrafiscal	buscado.	Asimismo,	 la	medida	 impositiva	es	necesaria,	al	
tratarse	de	una	herramienta	del	Estado	para	alcanzar	el	fin	buscado,	pues	no	sólo	se	
encuentra	dentro	de	las	facultades	del	legislador	hacer	efectivos	los	derechos	a	la	
alimentación	y	a	la	protección	de	la	salud	a	través	de	los	instrumentos	a	su	alcance,	
sino	 que	 el	 uso	 de	 dicha	 medida	 fiscal	 fue	 sugerido	 por	 parte	 de	 organismos	
internacionales.	 Finalmente,	 el	 tributo	 es	 proporcional,	 pues	 atendiendo	 a	 las	
ventajas	de	inhibir	o	desincentivar	el	consumo	de	alimentos	no	básicos	para	evitar	
enfermedades	crónicas	no	transmisibles	en	aras	de	proteger	el	derecho	a	la	salud	de	
la	población,	se	advierte	que	se	justifican	los	sacrificios	o	desventajas	que	conlleva.	
Por	tanto,	a	partir	del	resultado	obtenido	con	el	test	de	proporcionalidad,	se	justifica	
constitucionalmente	el	trato	diferenciado	entre	los	alimentos	no	básicos	y	el	resto	
de	alimentos	que	no	se	encuentran	listados	en	el	artículo	2o.,	fracción	I,	inciso	J),	de	
la	 ley	 invocada	 y,	 por	 ende,	 éste	 no	 viola	 el	 principio	 de	 equidad	 tributaria.	
	
SEGUNDA	SALA	



	
Amparo	en	revisión	441/2015.	Smart	&	Final	del	Noroeste,	S.A.	de	C.V.	y	otra.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	
votos	de	los	Ministros	Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
Amparo	en	revisión	845/2015.	Tiendas	Aurrerá,	S.	de	R.L.	de	C.V.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	
Ministros	Eduardo	Medina	Mora	 I.,	 Javier	Laynez	Potisek,	 José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	876/2015.	Desarrollo	Comercial	Abarrotero,	S.A.	de	C.V.	y	otras.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
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ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	
LEY	DEL	IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS,	QUE	ESTABLECE	
LA	TASA	CON	LA	QUE	SE	GRAVAN,	SUPERA	EL	TEST	DE	PROPORCIONALIDAD.	

El	test	de	proporcionalidad	se	conforma	de	tres	criterios,	relativos	a	que	la	distinción	
legislativa:	A)	persiga	una	finalidad	objetiva	y	constitucionalmente	válida;	B)	resulte	
adecuada	o	racional	(idoneidad);	y,	C)	sea	proporcional.	Por	otra	parte,	 la	medida	
prevista	en	el	artículo	2o.,	fracción	I,	inciso	J),	de	la	Ley	del	Impuesto	Especial	sobre	
Producción	y	Servicios	consiste	en	gravar	con	tasa	del	8%	el	valor	de	la	enajenación	
o	importación	de	alimentos	no	básicos	con	una	densidad	calórica	de	275	kilocalorías	
o	mayor	por	cada	100	gramos.	Ahora,	se	cumple	con	el	inciso	A),	porque	la	finalidad	
del	impuesto	es	constitucionalmente	válida	y	objetiva,	al	ser	su	objetivo	inmediato	
combatir	el	sobrepeso	y	la	obesidad,	mientras	que	el	fin	mediato	consiste	en	que	el	
Estado	garantice	a	toda	persona	el	derecho	a	una	alimentación	nutritiva,	suficiente	
y	de	calidad,	en	aras	de	salvaguardar	el	derecho	a	 la	protección	de	 la	salud	de	 la	
población	conforme	al	numeral	4o.	de	la	Constitución	Política	de	los	Estados	Unidos	
Mexicanos.	También	se	actualiza	el	 inciso	B),	pues	 la	medida	resulta	ser	el	medio	
idóneo,	apto	y	adecuado	para	cumplir	con	la	finalidad	aludida,	porque	en	aras	de	
combatir	la	obesidad	y	el	sobrepeso	se	consideró	desincentivar	el	consumo	de	ese	
tipo	de	alimentos,	para	 lo	cual	se	tomaron	como	parámetro	 las	kilocalorías	en	un	
rango	 de	 275	 o	 mayor,	 con	 lo	 cual	 se	 busca	 evitar	 las	 distintas	 enfermedades	
asociadas	o	derivadas	del	consumo	de	dichos	alimentos,	pero	sobre	todo	prevenir	



su	consumo	excesivo.	Por	lo	que	se	refiere	a	la	necesidad	de	la	medida	impositiva	
impugnada,	también	se	satisface	en	razón	de	que,	atento	a	la	finalidad	mediata	que	
se	busca	con	su	establecimiento,	el	Estado	debe	agotar	los	instrumentos	a	su	alcance	
para	 hacer	 efectivo	 el	 derecho	 a	 la	 protección	 de	 la	 salud	 de	 la	 población.	
Finalmente,	 el	 requisito	 del	 inciso	 C)	 se	 cumple,	 ya	 que	 existe	 correspondencia	
proporcional	 mínima	 entre	 el	 medio	 elegido	 y	 el	 fin	 buscado,	 atendiendo	 a	 las	
ventajas	y	desventajas	que	produce	la	medida	implementada;	dentro	de	las	ventajas	
se	 advierte	 que	 permite	 inhibir	 o	 desincentivar	 el	 consumo	 de	 los	 alimentos	 no	
básicos	aludidos	y	con	ello	disminuir,	cuando	no	evitar,	enfermedades	crónicas	no	
transmisibles,	 en	 aras	 de	 la	 protección	 del	 derecho	 a	 la	 salud;	 mientras	 que	 las	
desventajas	inciden	sobre	los	hábitos	alimenticios	de	la	población	o	en	el	incremento	
en	 los	 precios	 de	 los	 alimentos	 no	 básicos	 enlistados.	 De	 ahí	 que	 la	 norma	 en	
cuestión	 se	 considere	 constitucional	 al	 superar	 el	 test	 de	 proporcionalidad.	
	
SEGUNDA	SALA	
	
Amparo	en	revisión	441/2015.	Smart	&	Final	del	Noroeste,	S.A.	de	C.V.	y	otra.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	
votos	de	los	Ministros	Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	845/2015.	Tiendas	Aurrerá,	S.	de	R.L.	de	C.V.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	
Ministros	Eduardo	Medina	Mora	 I.,	 Javier	Laynez	Potisek,	 José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	876/2015.	Desarrollo	Comercial	Abarrotero,	S.A.	de	C.V.	y	otras.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
	
Tesis:	2a.	XCIII/2017	
(10a.)	 Semanario	Judicial	de	la	Federación	 Décima	Época	 2014437								58	de	66	

Segunda	Sala	 Publicación:	viernes	09	de	junio	de	2017	
10:15	h	 	 Tesis	Aislada	

(Constitucional)	

	
ALIMENTOS	NO	BÁSICOS	CON	UNA	DENSIDAD	CALÓRICA	DE	275	KILOCALORÍAS	O	
MAYOR	POR	CADA	100	GRAMOS.	EL	ARTÍCULO	2o.,	FRACCIÓN	I,	INCISO	J),	DE	LA	
LEY	DEL	 IMPUESTO	ESPECIAL	SOBRE	PRODUCCIÓN	Y	SERVICIOS,	AL	ESTABLECER	
UNA	 CLÁUSULA	 HABILITANTE	 A	 FAVOR	 DEL	 SERVICIO	 DE	 ADMINISTRACIÓN	
TRIBUTARIA	PARA	DAR	A	CONOCER	LOS	ALIMENTOS	DE	CONSUMO	BÁSICO	QUE	
NO	 SERÁN	 OBJETO	 DEL	 TRIBUTO,	 NO	 VIOLA	 EL	 PRINCIPIO	 DE	 LEGALIDAD	
TRIBUTARIA.	



El	hecho	de	que	el	último	párrafo	del	inciso	J)	citado	establezca	la	facultad	a	cargo	
del	 Servicio	 de	 Administración	 Tributaria	 para	 que	 mediante	 reglas	 de	 carácter	
general	dé	a	conocer	los	alimentos	de	consumo	básico	que	no	quedan	comprendidos	
en	dicho	inciso,	responde	a	la	habilitación	normativa	que	le	concedió	el	 legislador	
para	 que	 no	 quede	 sujeta	 al	 impuesto	 especial	 sobre	 producción	 y	 servicios	 la	
enajenación	o	importación	de	aquellos	alimentos	que	si	bien	contienen	una	densidad	
calórica	de	275	kilocalorías	o	mayor	por	cada	100	gramos,	se	consideran	de	consumo	
básico	 debido	 a	 su	 importancia	 en	 el	 consumo	 de	 la	 población,	 porque	 son	 el	
Instituto	Nacional	de	Estadística	y	Geografía	y	el	Consejo	Nacional	de	Evaluación	de	
la	Política	de	Desarrollo	Social	quienes	determinan	cuáles	son	los	alimentos	básicos	
atendiendo	a	los	criterios	contenidos	en	la	Encuesta	Nacional	de	Ingresos	y	Gastos	
de	los	Hogares	y	en	la	canasta	alimentaria	rural	y	urbana,	y	es	así	que	la	autoridad	
fiscal	aludida	los	da	a	conocer,	considerando	su	importancia	en	la	población,	a	partir	
de	 los	 datos,	 información	 y	 estadísticas	 formuladas	 por	 aquellos	 organismos.	
Además,	la	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación	advierte	como	hecho	notorio	que	
los	alimentos	de	consumo	básico	establecidos	en	 la	regla	 I.5.1.3.	de	 la	Resolución	
Miscelánea	Fiscal	para	2014,	publicada	en	el	Diario	Oficial	de	la	Federación	el	30	de	
diciembre	de	2013,	tienen	importancia	en	la	alimentación	de	la	población,	ya	que	se	
enlistan	a	partir	de	3	 criterios	 fundamentales,	 a	 saber:	 la	 cadena	de	 trigo,	donde	
destaca	el	pan	no	dulce	 (apartado	A);	 la	 cadena	de	maíz,	que	 incluye	a	 la	 tortilla	
(apartado	 B);	 y	 la	 cadena	 de	 otros	 cereales	 (apartado	 C);	 alimentos	 que	
indudablemente	y	sin	ser	necesario	elemento	de	convicción	alguno	que	lo	acredite,	
se	 consideran	de	 consumo	básico	para	 la	población,	pues	partiendo	del	principio	
ontológico	 de	 la	 prueba,	 lo	 ordinario	 se	 presume	 y	 lo	 extraordinario	 se	 prueba.	
	
SEGUNDA	SALA	
Amparo	en	revisión	441/2015.	Smart	&	Final	del	Noroeste,	S.A.	de	C.V.	y	otra.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	
votos	de	los	Ministros	Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	845/2015.	Tiendas	Aurrerá,	S.	de	R.L.	de	C.V.	5	de	octubre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	
Ministros	Eduardo	Medina	Mora	 I.,	 Javier	Laynez	Potisek,	 José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
	
Amparo	en	revisión	876/2015.	Desarrollo	Comercial	Abarrotero,	S.A.	de	C.V.	y	otras.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Jorge	Jiménez	Jiménez.	
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UNIDAD	 DE	 INTELIGENCIA	 FINANCIERA	 DE	 LA	 SECRETARÍA	 DE	 HACIENDA	 Y	
CRÉDITO	PÚBLICO.	CUANDO	REALIZA	ACTOS	DE	INVESTIGACIÓN	EMANADOS	DE	LA	
PRESUNCIÓN	DE	LA	COMISIÓN	DE	UN	DELITO,	ÉSTOS	SON	DE	NATURALEZA	PENAL	
PARA	EFECTOS	DEL	JUICIO	DE	AMPARO.	
	
Los	actos	de	investigación	e	inmovilización	realizados	por	la	Unidad	de	Inteligencia	
Financiera	 de	 la	 Secretaría	 de	 Hacienda	 y	 Crédito	 Público,	 emanados	 de	 la	
presunción	de	 la	comisión	de	un	delito,	 son	de	naturaleza	penal	para	efectos	del	
juicio	 de	 amparo,	 ya	 que	 se	 equiparan	 a	 los	 actos	 de	 molestia	 que	 practica	 el	
Ministerio	Público	en	el	anterior	sistema,	y	a	los	realizados	por	el	Juez	de	control	en	
el	nuevo	sistema	penal	acusatorio;	por	lo	que	si	bien	el	artículo	51	de	la	Ley	Orgánica	
del	Poder	Judicial	de	 la	Federación,	determina	 la	competencia	de	 los	 Juzgados	de	
Distrito	 de	 Amparo	 en	Materia	 Penal,	 sin	 que	 se	 adviertan	 los	 actos	materia	 de	
conflicto	competencial	en	que	se	actúa,	lo	cierto	es	que	si	dicha	institución	realiza	
una	investigación	de	carácter	delictivo,	debe	estimarse	que	el	asunto,	atendiendo	a	
su	naturaleza,	corresponde	a	la	materia	penal,	pues	existen	criterios	de	la	Suprema	
Corte	de	Justicia	de	la	Nación	y	de	los	Tribunales	Colegiados	de	Circuito,	en	los	que	
se	 ubica	 a	 los	 actos	 de	 investigación	 en	 esta	 materia,	 aun	 tratándose	 del	
representante	social,	el	cual	si	bien	es	cierto,	se	considera	formalmente	un	órgano	
administrativo,	materialmente	es	penal.	
	
SEGUNDO	TRIBUNAL	COLEGIADO	EN	MATERIA	PENAL	DEL	TERCER	CIRCUITO.	
	
Conflicto	competencial	3/2017.	Suscitado	entre	los	Juzgados	Tercero	de	Distrito	de	Amparo	en	Materia	Penal	
y	Tercero	de	Distrito	en	Materias	Administrativa	y	de	Trabajo,	ambos	en	el	Estado	de	Jalisco.	24	de	marzo	de	
2017.	Mayoría	de	votos.	Disidente:	Martín	Ángel	Rubio	Padilla.	Ponente:	José	Luis	González.	Secretaria:	Saira	
Lizbeth	Muñoz	de	la	Torre.	
	
Nota:	El	criterio	contenido	en	esta	tesis,	es	objeto	de	la	denuncia	relativa	a	la	contradicción	de	tesis	213/2017,	
pendiente	de	resolverse	por	el	Pleno	de	la	Suprema	Corte	de	Justicia	de	la	Nación.	
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RESOLUCIÓN	MISCELÁNEA	FISCAL	PARA	2014.	SU	REGLA	I.5.1.6	ES	ACORDE	CON	
LOS	PRINCIPIOS	DE	RESERVA	DE	LEY,	SUBORDINACIÓN	JERÁRQUICA,	LEGALIDAD	
TRIBUTARIA	Y	SEGURIDAD	JURÍDICA.	

	

La	 Ley	 del	 Impuesto	 Especial	 sobre	 Producción	 y	 Servicios,	 en	 sus	 artículos	 2o.,	
fracción	I,	inciso	G)	y	5o.,	párrafo	segundo,	dispone	que	tratándose	de	enajenaciones	
de	bebidas	saborizadas,	concentrados,	polvos	o	jarabes	que	se	disuelvan	en	agua	con	
azúcar	añadida,	los	sujetos	pasivos	del	impuesto	lo	calcularán	por	el	total	de	litros	
enajenados	 en	 el	 mes	 o	 que	 se	 puedan	 obtener	 por	 los	 concentrados,	 polvos,	
jarabes,	esencias	o	extractos	de	sabores	enajenados	en	el	mes;	mientras	que	de	la	
regla	 I.5.1.6.	de	 la	Resolución	Miscelánea	Fiscal	para	2014,	publicada	en	el	Diario	
Oficial	de	la	Federación	el	30	de	diciembre	de	2013,	se	aprecia	que	por	las	fracciones	
de	 litro	 la	 cuota	 se	 aplicará	 en	 la	 proporción	 que	 corresponda	 a	 éstas,	 lo	 que	
evidencia	 que	 sólo	 pormenoriza	 lo	 establecido	 en	 la	 ley	 tratándose	 de	 litros	
incompletos,	por	lo	que	es	acorde	con	los	principios	de	reserva	de	ley,	subordinación	
jerárquica	y	legalidad	tributaria	contenidos	en	los	numerales	14,	16	y	31,	fracción	IV,	
de	la	Constitución	Política	de	los	Estados	Unidos	Mexicanos	al	no	exceder	a	la	ley	que	
le	 dio	 origen	 y,	 a	 la	 vez,	 con	 el	 de	 seguridad	 jurídica,	 pues	 la	 regla	 permite	 al	
contribuyente	 conocer	 con	 certeza	 la	 manera	 en	 que	 el	 impuesto	 se	 computa	
tratándose	de	fracciones	de	litro.	

SEGUNDA	SALA	

Amparo	en	revisión	636/2015.	Leche	Bell,	S.A.	de	C.V.	9	de	noviembre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	Ministros	
Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	Beatriz	Luna	
Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	se	apartaron	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	José	Fernando	
Franco	González	Salas.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	819/2015.	Compañía	Embotelladora	del	Fuerte,	S.	de	R.L.	de	C.V.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	577/2015.	Embotelladora	y	Distribuidora	Gepp,	S.A.	de	C.V.	8	de	febrero	de	2017.	Cinco	
votos	 de	 los	Ministros	 Alberto	 Pérez	 Dayán,	 Javier	 Laynez	 Potisek,	 José	 Fernando	 Franco	 González	 Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	



Amparo	en	revisión	343/2015.	Comercializadora	de	Lácteos	y	Derivados,	S.A.	de	C.V.	22	de	febrero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	 en	 revisión	 1040/2015.	 Yoli	 de	Acapulco,	 S.A.	 de	 C.V.	 22	 de	 febrero	 de	 2017.	 Cinco	 votos	 de	 los	
Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	 I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Tesis	de	jurisprudencia	72/2017	(10a.).	Aprobada	por	la	Segunda	Sala	de	este	Alto	Tribunal,	en	sesión	privada	
del	treinta	y	uno	de	mayo	de	dos	mil	diecisiete.	
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IMPUESTO	 ESPECIAL	 SOBRE	 PRODUCCIÓN	 Y	 SERVICIOS	 SOBRE	 BEBIDAS	
SABORIZADAS	CON	AZÚCAR	AGREGADA.	SU	FIN	EXTRAFISCAL	CUMPLE	CON	LOS	
REQUISITOS	 DE	 PROPORCIONALIDAD	 Y	 RAZONABILIDAD	 DE	 LA	 MEDIDA	
IMPOSITIVA.	
	
El	fin	extrafiscal	del	impuesto	especial	sobre	producción	y	servicios,	tratándose	de	
bebidas	 saborizadas,	 es	 combatir	 el	 sobrepeso	 y	 la	 obesidad,	 al	 inhibir	 y	
desincentivar	 el	 consumo	 de	 bebidas	 endulzadas	 con	 azúcar	 y	 persuadir	 a	 la	
población	de	disminuir	su	consumo,	para	lo	que	el	legislador	consideró	conveniente	
gravar	 su	 enajenación	 o	 importación;	 lo	 que	 tiene	 sentido,	 porque	 esos	
padecimientos	encuentran	 su	origen	en	 varias	 fuentes,	 entre	 las	que	 se	hallan	el	
sedentarismo,	 la	 falta	 de	 ejercicio	 y	 la	 mala	 alimentación,	 de	 modo	 que	 si	 el	
legislador	 pretendió	mitigar	 una	 de	 ellas	 en	 específico	 (la	mala	 alimentación),	 es	
evidente	que	la	medida	impositiva	es	proporcional	y	razonable	con	el	fin	extrafiscal,	
pues	inhibe	una	fuente	de	los	padecimientos.	Ahora	bien,	lo	recaudado	con	motivo	
de	esa	medida	debe	destinarse	a	combatir	el	sobrepeso	y	la	obesidad,	toda	vez	que	
se	trata	de	un	mecanismo	recaudatorio	con	doble	función:	la	primera,	desalentar	el	
consumo	 de	 agua	 saborizada,	 concentrados,	 polvos	 o	 jarabes	 que	 tengan	 azúcar	
añadida,	y	 la	 segunda,	 contribuir	al	egreso	público,	en	el	entendido	de	que	el	 fin	
extrafiscal	 del	 tributo	 se	 logra	 desde	 el	 momento	 en	 que	 se	 gravan	 las	 bebidas	
saborizadas	a	$1.00	(un	peso)	por	litro,	pues	ello	ya	constituye	un	desincentivo	para	
su	consumo,	que	es	lo	que	el	legislador	pretende.	
	
SEGUNDA	SALA	
Amparo	en	revisión	636/2015.	Leche	Bell,	S.A.	de	C.V.	9	de	noviembre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	Ministros	
Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	Beatriz	Luna	



Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	se	apartaron	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	José	Fernando	
Franco	González	Salas.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	146/2016.	Desde	el	Corazón	del	Fruto,	S.A.	de	C.V.	11	de	enero	de	2017.	Cinco	votos	de	
los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	 Javier	 Laynez	Potisek,	 José	 Fernando	Franco	González	 Salas,	Margarita	
Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	 I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	
Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	819/2015.	Compañía	Embotelladora	del	Fuerte,	S.	de	R.L.	de	C.V.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	577/2015.	Embotelladora	y	Distribuidora	GEPP,	S.A.	de	C.V.	8	de	febrero	de	2017.	Cinco	
votos	 de	 los	Ministros	 Alberto	 Pérez	 Dayán,	 Javier	 Laynez	 Potisek,	 José	 Fernando	 Franco	 González	 Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	 en	 revisión	 1040/2015.	 Yoli	 de	Acapulco,	 S.A.	 de	 C.V.	 22	 de	 febrero	 de	 2017.	 Cinco	 votos	 de	 los	
Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	 I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Tesis	de	jurisprudencia	71/2017	(10a.).	Aprobada	por	la	Segunda	Sala	de	este	Alto	Tribunal,	en	sesión	privada	
del	treinta	y	uno	de	mayo	de	dos	mil	diecisiete.	
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IMPUESTO	 ESPECIAL	 SOBRE	 PRODUCCIÓN	 Y	 SERVICIOS	 SOBRE	 BEBIDAS	
SABORIZADAS	CON	AZÚCAR	AGREGADA.	ES	COMPATIBLE	CON	EL	PRINCIPIO	DE	
EQUIDAD	TRIBUTARIA.	

El	trato	equitativo	tutelado	en	el	artículo	31,	fracción	IV,	de	la	Constitución	Política	
de	los	Estados	Unidos	Mexicanos	tiene	como	finalidad	esclarecer	si	a	dos	distintos	
grupos	 de	 contribuyentes	 se	 les	 otorga	 un	 trato	 diferente	 y	 si	 está	
constitucionalmente	justificado.	Así,	si	el	gobernado	pretende	la	comparativa	entre	
bebidas	saborizadas	con	azúcar	respecto	de	otros	líquidos	que	no	la	tienen	(bebidas	
saborizadas	con	azúcares	sustitutos,	tés,	infusiones	o	agua	mineral),	o	respecto	de	
otros	alimentos,	tales	como	frutas	o	leche,	con	alto	aporte	nutricional,	entonces	es	
evidente	que	se	trata	de	grupos	no	comparables	entre	sí,	pues	el	impuesto	especial	
sobre	 producción	 y	 servicios	 pretende	 justamente	 desincentivar	 el	 consumo	 de	
azúcar,	por	lo	que	el	primer	grupo	no	puede	compararse	con	los	que	no	la	tienen,	
aunado	 a	 que	 la	 fruta	 y	 la	 leche	 cuentan	 con	 azúcares	 naturales	 no	 agregadas	



industrialmente	 y	 además	 son	 benéficas	 para	 la	 salud	 dado	 su	 alto	 aporte	
nutricional.	Ahora,	si	el	gobernado	pretende	comparar	las	bebidas	saborizadas	con	
los	alimentos	que	causan	ese	mismo	impuesto	conforme	al	artículo	2o.,	fracción	I,	
inciso	 J),	 numerales	 8	 y	 9,	 de	 la	 Ley	 del	 Impuesto	 Especial	 sobre	 Producción	 y	
Servicios,	 entonces	 debe	 considerarse	 que	 ese	 trato	 inequitativo	 está	 justificado,	
pues	si	bien	es	cierto	que	a	las	primeras	se	les	tasa	con	$1.00	(un	peso)	por	litro	y	a	
los	 segundos	 a	 la	 tasa	 del	 8%	 cuando	 tengan	 una	 densidad	 calórica	 de	 275	
kilocalorías	 o	mayor	 por	 cada	 100	 gramos,	 también	 lo	 es	 que	 ello	 emana	 de	 un	
esquema	diseñado	por	el	legislador	en	el	que	consideró	tasar	bebidas,	por	definición	
líquidas,	 a	 través	 de	 la	 unidad	 de	 litros,	 y	 a	 los	 alimentos,	 sólidos	 o	 semisólidos	
mediante	la	unidad	de	gramos	a	efecto	de	facilitar	el	cálculo	del	impuesto,	lo	que	
implica	que	esa	diferencia	de	trato	está	justificada.	Por	otra	parte,	tampoco	vulnera	
el	principio	de	equidad	tributaria	el	hecho	de	que	el	legislador	tase	por	igual	todas	
las	 bebidas	 saborizadas	 con	 azúcares,	 pues	 de	 ese	 modo	 logra	 desincentivar	 su	
consumo	al	mismo	universo	de	causantes,	sin	que	sea	de	relevancia	la	cantidad	de	
azúcares	añadidos	que	contengan,	ya	que	lo	que	pretendió	fue	inhibir	su	consumo;	
ni	el	que	 los	 restaurantes	y	bares	estén	 liberados	del	pago	del	 impuesto,	pues	al	
respecto	 el	 legislador	 consideró	 que	 esos	 casos	 ya	 causan	 el	 impuesto	 al	 valor	
agregado	al	prestar	servicios,	aunado	a	que	dada	la	complejidad	para	controlar	las	
ventas	de	este	tipo	de	productos	en	los	establecimientos,	sería	procedente	gravar	
únicamente	 lo	 que	 estuviera	 posibilitado	 a	 fiscalizar,	 circunstancia	 que	 quienes	
enajenan	 e	 importan	 bebidas	 saborizadas,	 sí	 tienen	 posibilidad	 de	 contabilizar.	
	
SEGUNDA	SALA	

Amparo	en	revisión	636/2015.	Leche	Bell,	S.A.	de	C.V.	9	de	noviembre	de	2016.	Cinco	votos	de	los	Ministros	
Eduardo	Medina	Mora	I.,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	Beatriz	Luna	
Ramos	y	Alberto	Pérez	Dayán;	se	apartaron	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	José	Fernando	
Franco	González	Salas.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.		
	
Amparo	en	revisión	819/2015.	Compañía	Embotelladora	del	Fuerte,	S.	de	R.L.	de	C.V.	25	de	enero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	577/2015.	Embotelladora	y	Distribuidora	GEPP,	S.A.	de	C.V.	8	de	febrero	de	2017.	Cinco	
votos	 de	 los	Ministros	 Alberto	 Pérez	 Dayán,	 Javier	 Laynez	 Potisek,	 José	 Fernando	 Franco	 González	 Salas,	
Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	en	revisión	343/2015.	Comercializadora	de	Lácteos	y	Derivados,	S.A.	de	C.V.	22	de	febrero	de	2017.	
Cinco	votos	de	los	Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	



Margarita	Beatriz	Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos.	Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Amparo	 en	 revisión	 1040/2015.	 Yoli	 de	Acapulco,	 S.A.	 de	 C.V.	 22	 de	 febrero	 de	 2017.	 Cinco	 votos	 de	 los	
Ministros	Alberto	Pérez	Dayán,	Javier	Laynez	Potisek,	José	Fernando	Franco	González	Salas,	Margarita	Beatriz	
Luna	Ramos	y	Eduardo	Medina	Mora	 I.;	votó	en	contra	de	consideraciones	Margarita	Beatriz	Luna	Ramos.	
Ponente:	Javier	Laynez	Potisek.	Secretario:	Octavio	Joel	Flores	Díaz.	
	
Tesis	de	jurisprudencia	74/2017	(10a.).	Aprobada	por	la	Segunda	Sala	de	este	Alto	Tribunal,	en	sesión	privada	
del	treinta	y	uno	de	mayo	de	dos	mil	diecisiete.	
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DEVOLUCIÓN	 DE	 PAGO	 DE	 LO	 INDEBIDO.	 EL	 PLAZO	 DE	 TRES	 AÑOS	 PARA	 QUE	
OPERE	 LA	 PRESCRIPCIÓN	 DE	 LA	 OBLIGACIÓN	 RELATIVA	 DE	 LA	 AUTORIDAD	 SE	
INTERRUMPE	CON	LA	SOLICITUD	QUE	PRESENTE	EL	PARTICULAR,	SIN	QUE	DEBA	
REALIZAR	 GESTIONES	 DE	 COBRO	 POSTERIORES,	 SI	 OBTUVO	 EL	 DERECHO	
CORRESPONDIENTE	 AL	 AMPARO	 DEL	 ARTÍCULO	 49	 DEL	 CÓDIGO	 FISCAL	 DEL	
DISTRITO	FEDERAL	-ACTUALMENTE	CIUDAD	DE	MÉXICO-	VIGENTE	HASTA	EL	31	DE	
DICIEMBRE	DE	2012.	

En	términos	del	precepto	citado,	la	obligación	de	la	autoridad	fiscal	de	devolver	las	
cantidades	 pagadas	 indebidamente	 y	 las	 que	 procedan	 de	 conformidad	 con	 ese	
ordenamiento	y	demás	leyes	aplicables,	prescribe	en	tres	años	y,	para	estos	efectos,	
la	solicitud	de	devolución	interrumpe	la	prescripción.	En	esa	medida,	si	el	particular	
obtuvo	 el	 derecho	 a	 la	 devolución	 al	 amparo	 de	 la	 legislación	 mencionada,	 era	
innecesario	que,	con	posterioridad	a	que	presentó	su	solicitud,	realizara	gestiones	
de	cobro	ante	la	autoridad	fiscal	para	que	no	opere	la	prescripción,	pues,	la	norma	
aplicable	 era	 expresa,	 al	 disponer	 que	 la	 interrupción	 de	 esta	 figura	 jurídica	 se	
actualizaba	sólo	con	la	solicitud	de	devolución,	ya	que	el	imperativo	de	interrumpirla	
con	cada	gestión	de	cobro	se	introdujo	con	la	reforma	al	propio	artículo	49,	publicada	
en	la	Gaceta	Oficial	de	la	entidad	en	la	fecha	indicada,	en	vigor	a	partir	del	1	de	enero	
de	2013,	el	cual	es	inaplicable	al	caso	aludido.	
	
NOVENO	 TRIBUNAL	 COLEGIADO	 EN	 MATERIA	 ADMINISTRATIVA	 DEL	 PRIMER	
CIRCUITO.	
	

Amparo	 directo	 989/2016.	 Imelda	 María	 Mezquita	 Pérez.	 23	 de	 marzo	 de	 2017.	 Unanimidad	 de	 votos.	
Ponente:	Edwin	Noé	García	Baeza.	Secretaria:	Martha	Lilia	Mosqueda	Villegas.	
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LEY	ADUANERA		
VIII-P-2aS-85	
AGENTE	 ADUANAL.-	 ALCANCE	 DE	 SU	 RESPONSABILIDAD	 SOLIDARIA.-	 El	 artículo	 53	 de	 la	 Ley	
Aduanera	dispone,	que	el	 agente	aduanal	 es	 responsable	 solidario	del	pago	de	 los	 impuestos	al	
comercio	exterior,	de	otras	contribuciones	y	de	las	cuotas	compensatorias	que	se	causen	con	motivo	
de	las	importaciones	o	exportaciones	?(?)	en	cuyo	despacho	aduanero	intervengan	personalmente	
o	 por	 conducto	 de	 sus	 empleados	 autorizados	 (...)?	 por	 lo	 que,	 la	 recta	 interpretación	 del	
mencionado	 precepto	 señala	 que	 la	 responsabilidad	 se	 origina	 por	 el	 hecho	 mismo	 de	 haber	
asumido,	 voluntariamente,	 intervenir	 personalmente	 o	 por	 conducto	 de	 sus	 empleados	
autorizados,	en	el	despacho	de	la	mercancía,	régimen	aduanero	y	vía	elegida,	manteniéndose	en	el	
tiempo,	por	el	periodo	en	que	las	autoridades	aduaneras	están	en	posibilidad	legal	de	ejercer	sus	
facultades	 de	 determinación	 de	 contribuciones	 y	 demás	 créditos	 fiscales	 y	 para	 sancionar	 el	
incumplimiento	a	la	ley,	por	lo	que	resulta	incorrecto	entender	que	esa	responsabilidad	solidaria,	
esté	limitada	en	el	tiempo,	a	la	duración	del	despacho	aduanero,	pues	basta	con	el	hecho	de	que	el	
agente	aduanal	intervenga	en	las	etapas	del	citado	procedimiento	administrativo,	en	particular,	al	
momento	del	examen	de	la	mercancía	para	proponer	su	clasificación	arancelaria	y	valoración	en	la	
aduana,	 de	 la	 determinación	 del	 monto,	 de	 los	 créditos	 fiscales	 aludidos,	 en	 el	 pedimento	
respectivo,	para	que	surta	la	hipótesis	legal	de	la	responsabilidad	solidaria	a	su	cargo.	
  
 
PRECEDENTES:	V-P-2aS-788	Juicio	Contencioso	Administrativo	Núm.	6804/05-17-08-1/ac1/581/07-S2-09-03.-	
Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	
sesión	de	25	de	septiembre	de	2007,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Luis	Carballo	
Balvanera.-	Secretaria:	Lic.	Mónica	Guadalupe	Osornio	Salazar.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	25	de	septiembre	
de	2007)	R.T.F.J.F.A.	Quinta	Época.	Año	VII.	No.	82.	Octubre	2007.	p.	293	VII-P-2aS-927	Juicio	Contencioso	
Administrativo	Núm.	4841/14-06-02-6/226/15-S2-09-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	
del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	sesión	de	27	de	octubre	de	2015,	por	unanimidad	
de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Julián	Alfonso	Olivas	Ugalde.-	Secretaria:	Lic.	Teresa	Isabel	Téllez	
Martínez.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	27	de	octubre	de	2015)	R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	VI.	No.	57.	
Abril	 2016.	 p.	 262	 REITERACIÓN	 QUE	 SE	 PUBLICA:	 VIII-P-2aS-85	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	
937/16-01-01-1/560/17-S2-10-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	
de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	2	de	mayo	de	2017,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	
Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	Secretaria:	Lic.	Martha	Cecilia	Ramírez	López.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	2	
de	mayo	de	2017)	
 
R.T.F.J.A.	Octava	Época.	Año	II.	No.	11.	Junio	2017.	p.	156	

	
	
	
	
	
	



TRATADO	DE	LIBRE	COMERCIO	DE	AMÉRICA	DEL	NORTE		

VIII-P-2aS-86	

CERTIFICADO	DE	ORIGEN.	SU	EXHIBICIÓN	NO	ES	NECESARIA	AL	MOMENTO	DE	LA	IMPORTACIÓN,	
PERO	DEBE	REALIZARSE	AL	SER	REQUERIDO	POR	LA	AUTORIDAD.-	El	artículo	502	(1)	(a)	(b)	(c)	del	
Tratado	de	Libre	Comercio	de	América	del	Norte	y	la	Regla	25,	fracciones	I,	II	y	IV,	de	la	Resolución	
por	la	que	se	establecen	las	reglas	de	carácter	general	relativas	a	la	aplicación	de	las	disposiciones	
en	materia	 aduanera	 del	 Tratado	de	 Libre	 Comercio	 de	América	 del	Norte,	 son	 coincidentes	 en	
establecer	 como	 obligación	 a	 cargo	 del	 importador	 que	 realice	 actos	 comerciales	 bajo	 trato	
arancelario	preferencial	al	amparo	del	citado	convenio	internacional,	las	condiciones	siguientes:	1)	
declarar	tal	circunstancia	por	escrito	en	el	pedimento	de	importación	con	base	en	un	certificado	de	
origen	válido,	2)	 tener	dicho	certificado	en	su	poder	al	momento	de	 realizar	 la	declaración	y,	3)	
proporcionar	una	copia	del	mismo	cuando	sea	requerido	por	 la	autoridad;	es	por	ello	que,	no	es	
válido	que	 la	autoridad	exija	que	el	certificado	de	origen	sea	exhibido	al	momento	del	despacho	
aduanero,	 pues	 ninguna	 de	 las	 disposiciones	 a	 las	 que	 se	 ha	 hecho	 referencia	 establece	 tal	
imperativo,	 por	 el	 contrario,	 son	 contestes	 en	 prever	 el	 deber	 de	 ponerlo	 a	 disposición	 de	 la	
autoridad	aduanera	hasta	el	momento	en	que	le	sea	requerido,	siendo	lo	anterior	complementado	
con	lo	dispuesto	en	la	Regla	27	de	la	citada	Resolución,	la	cual	menciona	que	una	vez	requerido	y	
exhibido	dicho	certificado,	si	la	autoridad	advierte	irregularidades	en	su	contenido,	deberá	prevenir	
al	importador	para	que	en	el	plazo	de	cinco	días	hábiles	presente	una	copia	del	certificado	en	el	que	
haya	subsanado	la	observación	detectada.	
 
 
PRECEDENTES:	 VII-P-2aS-701	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 2476/13-06-01-6/471/14-S2-09-03.-	
Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	
sesión	de	21	de	agosto	de	2014,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Juan	Ángel	Chávez	
Ramírez.-	Secretario:	Lic.	Francisco	Enrique	Valdovinos	Elizalde.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	6	de	noviembre	
de	2014)	R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	V.	No.	44.	Marzo	2015.	p.	343	VII-P-2aS-1000	 Juicio	Contencioso	
Administrativo	Núm.	14/5069-01-02-	01-01-OT/1997/15-S2-10-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	
Superior	 del	 Tribunal	 Federal	 de	 Justicia	 Fiscal	 y	Administrativa,	 en	 sesión	de	16	de	 febrero	de	2016,	 por	
unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	Secretaria:	Lic.	Rosa	Guadalupe	
Olivares	Castilla.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	16	de	febrero	de	2016)	R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	VI.	No.	
60.	Julio	2016.	p.	295	VIII-P-2aS-20	Cumplimiento	de	Ejecutoria	Núm.	14/5069-01-02-	01-01-OT/1997/15-S2-
10-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	
sesión	 de	 4	 de	 octubre	 de	 2016,	 por	 unanimidad	 de	 4	 votos	 a	 favor.-	Magistrado	 Ponente:	 Carlos	Mena	
Adame.-	Secretario:	Lic.	Michael	Flores	Rivas.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	4	de	octubre	de	2016)	R.T.F.J.A.	
Octava	Época.	Año	II.	No.	6.	Enero	2017.	p.	300	VIII-P-2aS-52	Juicio	Contencioso	Administrativo	Núm.	363/16-
04-01-	6-OT/2627/16-S2-07-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	
Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	9	de	marzo	de	2017,	por	unanimidad	de	4	votos	a	 favor.-	Magistrada	
Ponente:	Magda	Zulema	Mosri	Gutiérrez.-	Secretario:	Lic.	 Juan	Carlos	Perea	Rodríguez.	(Tesis	aprobada	en	
sesión	de	9	de	marzo	de	2017)	R.T.F.J.A.	Octava	Época.	Año	II.	No.	9.	Abril	2017.	p.	402	REITERACIÓN	QUE	SE	
PUBLICA:	VIII-P-2aS-86	Juicio	Contencioso	Administrativo	Núm.	937/16-01-01-1/560/17-S2-10-03.-	Resuelto	
por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	2	de	
mayo	de	2017,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	Secretaria:	Lic.	
Martha	Cecilia	Ramírez	López.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	2	de	mayo	de	2017)	
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COMERCIO	EXTERIOR		

VIII-P-2aS-89	

CERTIFICADO	DE	ORIGEN.	SUPUESTO	EN	EL	QUE	NO	ES	NECESARIA	SU	TRADUCCIÓN.-	El	artículo	
17	de	la	Constitución	Política	de	los	Estados	Unidos	Mexicanos	tutela	el	derecho	humano	de	justicia	
pronta	y	expedita,	que	impone	como	obligación	a	los	órganos	impartidores	de	justicia	respetar	tal	
prerrogativa	 a	 fin	 de	 no	 prolongar	 los	 juicios	 con	 dilaciones	 procesales	 innecesarias.	 Bajo	 esta	
premisa	tenemos	que,	si	en	el	juicio	contencioso	administrativo	federal,	la	actora,	con	el	objeto	de	
acreditar	 el	 origen	 de	 las	 mercancías	 importadas,	 exhibe	 el	 certificado	 de	 origen	 en	 idioma	
extranjero	y,	este	no	es	objetado	por	la	autoridad	en	cuanto	a	su	validez,	autenticidad,	contenido	y	
alcance,	es	procedente	que	el	órgano	resolutor	le	otorgue	valor	probatorio	aún	y	cuando	haya	sido	
presentado	en	esos	términos,	fundamentalmente	por	dos	razones,	la	primera	en	el	sentido	de	que	
tal	cuestión	no	es	materia	de	controversia	en	el	juicio	y,	la	segunda	para	garantizar	el	derecho	que	
tiene	a	su	favor	el	demandante	de	obtener	justicia	pronta	y	expedita.	
	
	
PRECEDENTES:	 VII-P-2aS-702	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 2476/13-06-01-6/471/14-S2-09-03.-	
Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	
sesión	de	21	de	agosto	de	2014,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Juan	Ángel	Chávez	
Ramírez.-	Secretario:	Lic.	Francisco	Enrique	Valdovinos	Elizalde.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	6	de	noviembre	
de	 2014)	 R.T.F.J.F.A.	 Séptima	 Época.	 Año	V.	No.	 44.	Marzo	 2015.	 p.	 344	VII-P-2aS-965	 Juicio	 Contencioso	
Administrativo	2048/14-02-01-9/1732/15-S2-09-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	
Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	sesión	de	10	de	diciembre	de	2015,	por	unanimidad	de	
5	 votos	 a	 favor.-	Magistrado	 Ponente:	 Julián	Alfonso	Olivas	Ugalde.-	 Secretario:	 Lic.	 Roberto	 Carlos	Ayala	
Martínez.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	10	de	diciembre	de	2015)	R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	VI.	No.	58.	
Mayo	2016.	p.	313	VII-P-2aS-989	Juicio	Contencioso	Administrativo	Núm.	15093/14-17-02-7/1851/14-S2-10-
02.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	
en	sesión	de	19	de	enero	de	2016,	por	mayoría	de	4	votos	a	favor	y	1	voto	en	contra.-	Magistrado	Ponente:	
Carlos	Mena	Adame.-	Secretaria:	Lic.	Tania	Álvarez	Escorza.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	19	de	enero	de	2016)	
R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	VI.	No.	59.	Junio	2016.	p.	426	VIII-P-2aS-12	Juicio	Contencioso	Administrativo	
Núm.	3021/15-01-01-3/387/16-S2-06-03.-	Resuelto	por	 la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	
Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	1	de	septiembre	de	2016,	por	mayoría	de	4	votos	a	favor	y	1	
voto	en	contra.-	Magistrado	Ponente:	Rafael	Estrada	Sámano.-	Secretaria:	Lic.	Alma	Rosa	Navarro	Godínez.	
(Tesis	aprobada	en	sesión	de	1	de	septiembre	de	2016)	R.T.F.J.A.	Octava	Época.	Año	I.	No.	4.	Noviembre	2016.	
p.	391	REITERACIÓN	QUE	SE	PUBLICA:	VIII-P-2aS-89	Cumplimiento	de	Ejecutoria	relativo	al	Juicio	Contencioso	
Administrativo	Núm.	4535/14-06-02-8/475/15-S2-06-03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	
del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	9	de	mayo	de	2017,	por	unanimidad	de	5	votos	a	
favor.-	Magistrado	 Ponente:	 Juan	Manuel	 Jiménez	 Illescas.-	 Secretario:	 Lic.	Galdino	Orozco	 Parejas.	 (Tesis	
aprobada	en	sesión	de	9	de	mayo	de	2017)	
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DOCUMENTOS	PÚBLICOS	EMITIDOS	EN	EL	EXTRANJERO.-	LA	ÚNICA	FORMALIDAD	EXIGIBLE	PARA	
CERTIFICAR	SU	AUTENTICIDAD,	ES	LA	FIJACIÓN	DE	LA	APOSTILLA,	CONFORME	AL	?DECRETO	DE	
PROMULGACIÓN	DE	LA	CONVENCIÓN	POR	LA	QUE	SE	SUPRIME	EL	REQUISITO	DE	LEGALIZACIÓN	
DE	LOS	DOCUMENTOS	PÚBLICOS	EXTRANJEROS?.-	La	Convención	por	la	que	se	suprime	el	requisito	
de	legalización	de	los	documentos	públicos	extranjeros,	fue	aprobada	por	la	Cámara	de	Senadores	
del	Congreso	de	la	Unión	el	19	de	diciembre	de	1993,	según	Decreto	publicado	en	el	Diario	Oficial	
de	la	Federación,	el	17	de	enero	de	1994;	y	promulgada	por	el	Ejecutivo	Federal	mediante	Decreto	
publicado	oficialmente	el	14	de	agosto	de	1995.	El	artículo	1	de	dicho	cuerpo	normativo,	dispone	
que	se	consideran	como	documentos	públicos,	entre	otros,	?las	certificaciones	oficiales	que	hayan	
sido	 puestas	 sobre	 documentos	 privados?;	 el	 artículo	 2,	 a	 su	 vez,	 establece	 que	 cada	 Estado	
contratante	 eximirá	 del	 requisito	 de	 legalización	 a	 los	 documentos	 expedidos	 en	 el	 extranjero,	
siempre	 que	 los	 agentes	 diplomáticos	 o	 consulares	 del	 país	 en	 donde	 deba	 surtir	 efectos	 el	
documento,	 certifiquen:	 a)	 la	 autenticidad	 de	 la	 firma,	 b)	 la	 calidad	 en	 que	 el	 signatario	 del	
documento	haya	actuado	y,	c)	en	su	caso,	la	identidad	del	sello	o	timbre	que	el	documento	ostente.	
Por	 su	parte,	el	 artículo	3	del	ordenamiento	en	cita	dispone	que	 la	única	 formalidad	que	puede	
exigirse	para	certificar	los	requisitos	señalados	en	los	incisos	a),	b)	y	c),	será	la	fijación	de	la	Apostilla	
descrita	en	el	artículo	4	del	propio	cuerpo	legal,	expedida	por	la	autoridad	competente	del	Estado	
de	que	dimane	el	documento.	Por	tanto,	si	en	el	juicio	contencioso	administrativo	la	parte	actora	
ofrece	 como	 prueba,	 para	 acreditar	 la	 representación	 legal	 de	 la	 persona	 que	 suscribió	 las	
constancias	 de	 país	 de	 origen	 a	 nombre	 de	 la	 empresa	 exportadora,	 un	mandato	 expedido	 por	
funcionario	con	fe	pública	en	el	Estado	de	donde	proviene	el	documento,	con	la	correspondiente	
Apostilla	 plasmada	 por	 parte	 del	 Gobierno	 del	 Estado	 emisor,	 ajustada	 a	 las	 formalidades	 del	
artículo	 4	 del	 ordenamiento	 legal	 en	 cita,	 y	 la	 correspondiente	 traducción	 al	 español	 de	 dicho	
documento,	 su	 exhibición	 hace	 prueba	 plena	 de	 la	 legitimidad	 de	 la	 persona	 suscriptora	 de	 los	
documentos	de	origen.	
	
	
PRECEDENTE:	 V-P-2aS-705	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 1057/05-06-02-4/210/06-S2-10-03.-	
Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	
sesión	de	24	de	abril	de	2007,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Guillermo	Domínguez	
Belloc.-	 Secretaria:	 Lic.	 Gabriela	 Badillo	 Barradas.	 (Tesis	 aprobada	 en	 sesión	 de	 24	 de	 mayo	 de	 2007)	
R.T.F.J.F.A.	 Quinta	 Época.	 Año	 VII.	 No.	 78.	 Junio	 2007.	 p.	 208	 REITERACIÓN	QUE	 SE	 PUBLICA:	VIII-P-2aS-
80	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 3162/08-01-02-5/50/14-S2-10-03.-	 Resuelto	 por	 la	 Segunda	
Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	2	de	mayo	de	2017,	
por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	Secretario:	Lic.	Michael	Flores	
Rivas.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	2	de	mayo	de	2017)	
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FUNDAMENTACIÓN	EXCESIVA	DE	 LOS	ACTOS	DE	AUTORIDAD.	NO	 IMPLICA	SU	 ILEGALIDAD.-	El	
Poder	Judicial	de	la	Federación	en	múltiples	criterios	ha	profundizado	en	la	interpretación	y	alcance	
de	lo	dispuesto	en	los	artículos	14	y	16	de	la	Constitución	Política	de	los	Estados	Unidos	Mexicanos,	
así	como	en	la	obligación	a	cargo	de	la	autoridad	de	incluir	en	los	actos	administrativos,	 la	cita	o	
transcripción	de	los	preceptos	que	le	confieren	competencia	por	materia,	territorio,	grado	y	cuantía,	
a	efecto	de	respetar	las	garantías	de	legalidad	y	seguridad	jurídica;	estableciendo,	que	para	poder	
considerar	un	acto	de	molestia	como	correctamente	fundado,	es	necesario	que	en	él	se	citen:	a)	los	
cuerpos	legales	y	preceptos	que	se	están	aplicando	al	caso	concreto,	que	contengan	los	supuestos	
normativos	en	que	se	encuadra	la	conducta	del	gobernado	para	que	esté	obligado	al	pago,	que	serán	
señalados	con	toda	exactitud,	precisándose	los	incisos,	subincisos,	fracciones,	párrafos	y	preceptos	
aplicables	 y;	 b)	 los	 cuerpos	 legales	 y	 preceptos	 que	 otorgan	 competencia	 o	 facultades	 a	 las	
autoridades	para	emitir	el	acto	en	agravio	del	gobernado.	Por	tanto,	ninguna	afectación	se	produce	
por	el	hecho	de	que	las	autoridades	invoquen	el	precepto	de	algún	ordenamiento	que	no	resulte	
aplicable	 al	 caso	 específico;	 siempre	 que	 se	 precise	 puntualmente	 aquellos	 que	 le	 confieran	 las	
facultades	 ejercidas	 y,	 además,	 se	 señalen	 los	motivos	 que	 encuadren	 con	 el	 ejercicio	 de	 tales	
atribuciones.	
	
	
PRECEDENTES:	VII-P-2aS-675	Juicio	Contencioso	Administrativo	Núm.	23886/11-17-04-5/1226/13-
S2-10-04.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	
y	 Administrativa,	 en	 sesión	 de	 11	 de	 septiembre	 de	 2014,	 por	 unanimidad	 de	 5	 votos	 a	 favor.-	
Magistrado	Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	Secretaria:	Lic.	Rosa	Guadalupe	Olivares	Castilla.	(Tesis	
aprobada	 en	 sesión	 de	 11	 de	 septiembre	 de	 2014)	 R.T.F.J.F.A.	 Séptima	 Época.	 Año	 IV.	 No.	 41.	
Diciembre	2014.	p.	 1086	VII-P-2aS-1051	 Juicio	Contencioso	Administrativo	Núm.	2132/14-06-01-
8/877/15-S2-07-04.-	Resuelto	por	 la	Segunda	Sección	de	 la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	
Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	sesión	de	16	de	junio	de	2016,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	
Magistrada	Ponente:	Magda	Zulema	Mosri	Gutiérrez.-	Secretario:	Lic.	Adolfo	Ramírez	Juárez.	(Tesis	
aprobada	en	sesión	de	16	de	junio	de	2016)	R.T.F.J.A.	Octava	Época.	Año	I.	No.	2.	Septiembre	2016.	
p.	 594	 REITERACIÓN	 QUE	 SE	 PUBLICA:	 VIII-P-2aS-90	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	
448/16-25-01-7-OT/335/17-S2-09-04.-	 Resuelto	 por	 la	 Segunda	 Sección	 de	 la	 Sala	 Superior	 del	
Tribunal	Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	9	de	mayo	de	2017,	por	unanimidad	de	5	
votos	 a	 favor.-	 Magistrado	 Ponente:	 Alfredo	 Salgado	 Loyo.-	 Secretario:	 Lic.	 Enrique	 Camarena	
Huezca.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	9	de	mayo	de	2017)	
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SENTENCIA	 DE	 NULIDAD	 PARA	 EFECTOS.-	 DEBE	 CUMPLIRSE	 EN	 EL	 PLAZO	 DE	 CUATRO	MESES,	
SIGUIENTES	A	LA	FECHA	EN	QUE	QUEDE	FIRME	LA	SENTENCIA	Y	DE	OMITIRSE	SU	CUMPLIMIENTO	
DENTRO	DE	ESE	LAPSO	PRECLUYE	EL	DERECHO	DE	AUTORIDAD	PARA	TAL	EFECTO.-	De	acuerdo	con	
lo	establecido	en	el	artículo	52	párrafos	 segundo	y	antepenúltimo,	53,	 fracción	 II,	57,	 fracción	 I,	
incisos	a)	y	b)	y	58	fracción	I	y	II	de	la	Ley	Federal	de	Procedimiento	Contencioso	Administrativo,	si	
las	sentencias	que	dicte	el	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa	obligan	a	la	autoridad	
a	realizar	un	determinado	acto,	 iniciar	o	reponer	un	procedimiento,	deberán	dictarse	dentro	del	
plazo	 de	 cuatro	 meses	 contados	 a	 partir	 de	 que	 la	 sentencia	 quede	 firme,	 es	 decir,	 cuando	
transcurran	 los	 términos	 legales	 sin	que	sea	combatida	por	 las	partes.	En	el	 supuesto	de	que	se	
interponga	el	juicio	de	amparo	o	el	recurso	de	revisión,	se	suspenderá	el	efecto	de	la	sentencia	hasta	
que	se	dicte	 la	resolución	que	ponga	fin	a	 la	controversia.	Ahora	bien,	a	fin	de	asegurar	el	pleno	
cumplimiento	 de	 las	 resoluciones	 de	 este	 Órgano	 Colegiado,	 el	 legislador	 estableció	 el	
procedimiento	previsto	en	el	artículo	58,	fracción	I	de	nuestra	ley	adjetiva,	donde	se	requiere	un	
informe	a	 la	autoridad	administrativa	para	que	dentro	del	 término	de	tres	días	 informe	sobre	el	
cumplimiento,	concluido	dicho	plazo	con	informe	o	sin	él,	se	facultó	a	la	Sala	Regional,	a	la	Sección	
o	al	Pleno,	para	que	decidan	sobre	si	hubo	incumplimiento	injustificado	de	la	sentencia	y	de	ser	así	
se	impondrán	multas	a	la	autoridad	omisa	pudiendo	requerir	al	superior	jerárquico	de	la	demandada	
en	 caso	 de	 que	 persista	 la	 renuencia	 y	 de	 no	 lograrse	 el	 cumplimiento	 podrá	 hacerse	 del	
conocimiento	 de	 la	 contraloría	 interna	 correspondiente	 los	 hechos,	 a	 fin	 de	 que	 determine	 la	
responsabilidad	del	funcionario	responsable	del	incumplimiento.	No	obstante	lo	anterior,	cuando	la	
autoridad	demandada	omita	dar	cumplimiento	a	la	sentencia	el	justiciable	acorde	a	lo	dispuesto	en	
la	fracción	II	del	numeral	58	de	la	Ley	Federal	de	Procedimiento	Contencioso	Administrativo,	podrá	
acudir	en	queja	ante	la	Sala	Regional,	Sección	o	el	Pleno	que	la	dictó,	si	el	Órgano	Jurisdicente	que	
conoce	de	la	queja,	concluye	que	la	resolución	definitiva	dictada	en	cumplimiento	de	sentencia	y	
notificada	después	de	concluido	el	plazo	de	cuatro	meses	previsto	en	los	numerales	mencionados,	
anulará	esta,	declarando	la	nulidad	de	la	oportunidad	de	la	autoridad	demandada	para	dictarla	y	
ordenará	se	comunique	esta	circunstancia	al	superior	jerárquico.	
	
	
PRECEDENTE:	 VII-P-2aS-369	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 6886/11-07-03-2/1259/12-S2-10-03.-	
Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	en	
sesión	de	10	de	enero	de	2013,	por	unanimidad	de	4	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	
Secretario:	 Lic.	 José	 Raymundo	 Rentería	 Hernández.	 (Tesis	 aprobada	 en	 sesión	 de	 23	 de	mayo	 de	 2013)	
R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	III.	No.	26.	Septiembre	2013.	p.	75	REITERACIÓN	QUE	SE	PUBLICA:	VIII-P-2aS-
82	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 2132/15-01-01-2/2662/16-S2-10-03.-	 Resuelto	 por	 la	 Segunda	
Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	2	de	mayo	de	2017,	
por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Carlos	Mena	Adame.-	Secretaria:	Lic.	Martha	Cecilia	
Ramírez	López.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	2	de	mayo	de	2017)	
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VISITA	DOMICILIARIA.	IDENTIFICACIÓN	DE	LOS	VISITADORES	AL	INICIO	DE	LA	MISMA.-	El	artículo	
44,	fracción	III,	del	Código	Fiscal	de	la	Federación,	establece	que	al	iniciarse	la	visita	en	el	domicilio	
fiscal	 los	visitadores	 se	deben	 identificar	ante	 la	persona	con	quien	se	entienda	 la	diligencia,	 sin	
embargo,	debe	aceptarse	la	realización	de	ciertos	actos	preparatorios	previos	a	esa	identificación,	
como	lo	es	el	requerimiento	de	 la	presencia	del	destinatario	de	 la	orden,	pues	es	ante	él	que	se	
deben	identificar	y	no	ante	cualquier	persona.	Lo	anterior	quiere	decir	que	el	requerimiento	de	la	
presencia	del	representante	legal	necesariamente	debe	ser	previo	a	la	entrega	de	la	orden	y	a	la	
identificación	 de	 los	 visitadores,	 y	 que	 la	 visita	 domiciliaria	 no	 se	 entiende	 iniciada	 con	 dicho	
requerimiento.	Así,	la	identificación	inicial	no	se	refiere	a	que	sea	el	primer	hecho	que	tenga	lugar	
con	motivo	de	la	visita,	sino	a	que	conste	plenamente	en	el	acta	de	inicio	respectiva	y	de	manera	
previa	 a	 que	materialmente	 comience	 la	 revisión,	 con	 la	 totalidad	 de	 los	 requisitos	 que	 se	 han	
establecido	para	tal	efecto.	
	
	
PRECEDENTES:	 VII-P-2aS-450	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 11981/12-17-10-12/1014/13-S2-06-
03.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	Justicia	Fiscal	y	Administrativa,	
en	sesión	de	8	de	octubre	de	2013,	por	unanimidad	de	4	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	Alfredo	Salgado	
Loyo.-	Secretario:	Lic.	Ernesto	Christian	Grandini	Ochoa.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	22	de	octubre	de	2013)	
R.T.F.J.F.A.	Séptima	Época.	Año	IV.	No.	32.	Marzo	2014.	p.	625	VIII-P-2aS-22	Juicio	Contencioso	Administrativo	
Núm.	18794/15-17-14-9/825/16-S2-08-04.-	Resuelto	por	la	Segunda	Sección	de	la	Sala	Superior	del	Tribunal	
Federal	de	Justicia	Administrativa,	en	sesión	de	4	de	octubre	de	2016,	por	unanimidad	de	4	votos	a	favor.-	
Magistrado	 Ponente:	 Víctor	 Martín	 Orduña	 Muñoz.-	 Secretario:	 Lic.	 Juan	 Manuel	 Ángel	 Sánchez.	 (Tesis	
aprobada	 en	 sesión	 de	 4	 de	 octubre	 de	 2016)	 R.T.F.J.A.	 Octava	 Época.	 Año	 II.	 No.	 6.	 Enero	 2017.	 p.	 305	
REITERACIÓN	 QUE	 SE	 PUBLICA:	 VIII-P-2aS-91	 Juicio	 Contencioso	 Administrativo	 Núm.	 448/16-25-01-7-
OT/335/17-S2-09-04.-	Resuelto	por	 la	Segunda	Sección	de	 la	Sala	Superior	del	Tribunal	Federal	de	 Justicia	
Administrativa,	en	sesión	de	9	de	mayo	de	2017,	por	unanimidad	de	5	votos	a	favor.-	Magistrado	Ponente:	
Alfredo	Salgado	Loyo.-	Secretario:	Lic.	Enrique	Camarena	Huezca.	(Tesis	aprobada	en	sesión	de	9	de	mayo	de	
2017)	
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VISITA	 DOMICILIARIA.	 ILEGALIDAD	 NO	 INVALIDANTE	 EN	 LA	 IDENTIFICACIÓN	 DE	 LOS	
VISITADORES.-	 Si	 dicha	 formalidad	 no	 se	 lleva	 a	 cabo	 precisamente	 como	 primer	 acto	 una	 vez	
iniciada	 la	 visita,	 pero	 sí	 consta	 en	 el	 acta	 de	 inicio	 respectiva,	 se	 estará	 ante	 un	 vicio	 de	
procedimiento	que	no	conducirá	a	declarar	la	nulidad	de	la	resolución	definitiva	al	no	trascender	a	
su	sentido	ni	afectar	las	defensas	del	contribuyente,	encuadrando	en	lo	que	la	doctrina	del	derecho	
administrativo	 denomina	 ilegalidades	 no	 invalidantes,	 algunas	 de	 las	 cuales	 se	 encuentran	
enunciadas	en	 los	 incisos	a)	al	 f)	del	artículo	51	de	 la	Ley	Federal	de	Procedimiento	Contencioso	
Administrativo;	salvo	que	los	visitadores	hubieren	dejado	de	identificarse	durante	toda	la	diligencia	
o	que	no	existan	elementos	suficientes	para	considerarlos	autorizados	para	practicar	la	visita.	
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